SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 091 
RADICACIÓN:660013187002201800058-01
ACCIONANTE:ADIELA GARCÍA DE CÁRDENAS
AGENTE OF.:ELSA MARÍA CÁRDENAS GARCÍA 

CONFIRMA PARCIALMENTE 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
        Sentencia  – 2ª instancia – 20 de septiembre de 2018

Proceso:    
        Acción de Tutela 
Radicación Nro. :           660013187002201800058-01

Accionante:                    Adiela García De Cárdenas

Accionado:
Director de Sanidad y Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional
Magistrado Ponente:     Jorge Arturo Castaño Duque
Temas:

DERECHO A LA SALUD / PROCEDIMIENTO  “ENDOSONOGRAFIA BILIOPANCREATICA CON TOMA DE BIOPSIA”, ORDENADO POR EL MÉDICO TRATANTE AUTORIZADO Y PRACTICADO POR LA EPS/ SE CONFIGURA HECHO SUPERADO/ TRATAMIENTO INTEGRAL/ ADULTO MAYOR Y EN  ESTADO DE  DEBILIDAD MANIFIESTA/  ENTIDAD ENCARGADA DE LA PRESTACIÓN/ SECCIONAL DE SANIDAD DE RISARALDA/ CONFIRMA PARCIALMENTE
Por lo anterior y como quiera que por parte de la Jefatura Seccional de Sanidad Risaralda se cumplió lo atinente al atender el requerimiento médico de la señora ADIELA GARCÍA, considera la Sala que en dicho aspecto debe revocarse la providencia adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, y en su lugar se dispondrá negar el amparo elevado, al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado
.

(…)
En cuanto a la entidad llamada a brindar el tratamiento integral, tenemos que si bien la paciente reside en el municipio de Manizales, corresponde a la Seccional de Sanidad de Risaralda garantizar todos los servicios de salud que requiere la paciente, y no al área de Sanidad de Caldas, toda vez que el artículo 1° de la Resolución No 229 de junio 06 de 2017 del Ministerio de Defensa Nacional, actualizó la regionalización operativa y funcional de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y dispuso que las Seccionales de Sanidad designadas como cabeceras de región, administran, acompañan, movilizan recursos específicos y garantizan la prestación coordinada de los servicios de salud con las demás Unidades de Sanidad Policial de su Región, por tanto, organizó la Región de Sanidad No 3, así: la Seccional de Sanidad de Risaralda como cabecera de las áreas de Sanidad de los departamentos de Caldas y Quindío, y en ese orden corresponde a la primera de ellas garantizar los servicios médicos que con ocasión a la orden del tratamiento integral se susciten.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Director de Sanidad y Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada por la señora ELSA MARÍA CÁRDENAS GARCÍA.

2.- DEMANDA 

De la información suministrada por la agente oficiosa se aprecia lo siguiente: (i) su progenitora, la señora ADIELA GARCÍA DE CÁRDENAS, está vinculada a la Seccional de Sanidad de Risaralda de la Policía Nacional; (ii) se encuentra hospitalizada en la Clínica Comfamiliar con diagnóstico “TUMOR MALIGNO DE LA AMPOLLA DE VATER”; (iii) el médico tratante le ordenó el tratamiento “ENDOSONOGRAFIA BILIOPANCREATICA CON TOMA DE BIOPSIA”; (iv) desde el 20 de julio de 2018 presentaron en la entidad la orden del médico tratante, pero no han autorizado la misma; (v) advierte que día a día se deteriora la salud de su progenitora.

Pide se ordene a la entidad accionada disponer la atención prioritaria e integral a la señora ADIELA GARCÍA DE CÁRDENAS y garantizar la “ENDOSONOGRAFIA BILIOPANCREATICA CON TOMA DE BIOPSIA”, en forma efectiva y oportuna. Igualmente solicitó como medida provisional se realice el procedimiento en consideración al estado de salud de la paciente.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, el despacho dispuso vincular a las Direcciones Nacional y Seccional de Sanidad de la Policía Nacional, al Comandante del Departamento de Policía Risaralda y a la Clínica Comfamiliar Risaralda.

- El Representante Legal en Asuntos Judiciales y Extrajudiciales de Comfamiliar Risaralda informó que el procedimiento requerido no se realiza en la Clínica Comfamiliar, y que no se evidencian autorizaciones de procedimientos para la usuaria.
- En el trámite de la acción de tutela la agente oficiosa informó que su progenitora se encuentra hospitalizada en la Clínica Comfamiliar, sin embargo, Sanidad de la Policía Nacional no ha realizado el procedimiento que requiere.
- Posteriormente el despacho dispuso vincular a la Dirección Seccional de Sanidad de Manizales, ante la constancia rendida por el sustanciador del juzgado quien advirtió que en conversación telefónica con un funcionario de Sanidad de la Policía Nacional informó que los competentes para atender y resolver la medida provisional era la Seccional Manizales, no obstante, estaban recopilando la información necesaria para firmar el convenio con la entidad que prestaría el servicio médico requerido por la paciente.
3.2.- Culminado el plazo constitucional el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) mediante providencia de agosto 09 de 2018 tuteló los derechos fundamentales a la salud, a la dignidad humana y la seguridad social de la señora ADIELA GARCÍA, y le ordenó a la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional: (i) que en el improrrogable término de dos días hábiles, contados a partir de la notificación de este proveído, verifique que se autorice, programe y realice, si no se hubiera hecho, el procedimiento “ENDOSONOGRAFIA BILIOPANCREATICA CON TOMA DE BIOPSIA”, de conformidad con la orden expedida por su médico tratante; (ii) ordenó el tratamiento integral respecto de la patología que padece la paciente y generó la presente acción de tutela; (iii) previno a la entidad evitar incurrir de nuevo en conductas omisivas como las que aquí han sido objeto de censura; y (iv) ordenó compulsar copias del caso a efectos de que se investigue penal y disciplinariamente al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional, y el Director Seccional, por no haber cumplido la orden de medida provisional dispuesta en el auto admisorio.
Para llegar a la anterior determinación el juzgado de primera instancia consideró que a la entidad accionada no le era dable apartarse de las atenciones en salud de su afiliada, sino por el contrario, procurar de manera idónea y oportuna las medidas pertinentes para efectivizar las órdenes médicas emitidas para tratar a la paciente. Igualmente precisó que si bien se vinculó a Sanidad Seccional Manizales, la orden se emitió a la Seccional Risaralda, en atención a lo dispuesto por el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, toda vez que los funcionarios guardaron silencio y ello impidió a la Judicatura direccionar como corresponde la orden que debía impartirse, y dio como cierta la afirmación de la accionante de estar vinculada en la Seccional Risaralda.  
4.- IMPUGNACIÓN

En término oportuno el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional expresa lo siguiente: (i) enterada la entidad de la acción de tutela con medida provisional, inició los trámites necesarios para su cumplimiento, toda vez que la Clínica Comfamiliar -de tercer nivel de complejidad- no contaba con el servicio solicitado; (ii) a la señora ADIELA GARCÍA la Dirección de Sanidad y la Seccional Sanidad nunca le negó el servicio solicitado, solo existieron circunstancias externas que evitaban su cumplimiento, como quiera que era deber contratar con otra entidad la prestación del servicio, y para la convocatoria ofertaron dos prestadoras de servicios de salud: UNIÓN DE CIRUJANOS S.A.S y S.E.S Hospital de Caldas, siendo esta última entidad la que tuvo a cargo la prestación del servicio; (iii) en agosto 01 de 2018 enviaron información al correo ejpm04per@cendoj.ramajudicial.gov.co, sobre los hechos y documentos anexos del caso, los cuales se podía tomar como prueba, pero no fueron valorados por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, situación que afecta el derecho fundamental al debido proceso de la Dirección de Sanidad y Seccional Sanidad Risaralda; (iv) no han vulnerado los derechos fundamentales de la accionante, toda vez que donde reside o tiene su asentamiento habitual –calle 66ª No 7-21 barrio La Sultana de la ciudad de Manizales- recibe los servicios médicos por la Clínica la Toscana del área de sanidad de Caldas, como se demostró en los anexos de la contestación de la acción de tutela, conforme lo establecen los artículos 18 y 19 del Decreto 1795/00 y el artículo 279 de la Ley 100/93, siendo improcedente que la Seccional Sanidad Risaralda, asuma la atención integral de una paciente que no está domiciliada en esta área del País, lo que dificultaría la prestación de servicios de salud; (v) no se demostró que existan más servicios de salud pendientes y los galenos son los llamados atender la necesidad de salud; (vi) en cuanto a la orden de compulsar copias, el a quo no valoró los documentos allegados al correo electrónico ejpm04per@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo que determinaría que la Seccional Sanidad y la Dirección de Sanidad realizaron todo los medios clínicos, legales y logísticos necesarios para el cumplimiento de lo ordenado en la medida provisional.
Solicitó se niegue el tratamiento integral y se revoque la orden de compulsar copias para que se investigue penal y disciplinariamente al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional y al Director de Sanidad Seccional. Como consecuencia de lo anterior, se ordene al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira notificar al ente judicial y disciplinario sobre la cesación de cualquier actuación legal o disciplinaria contra los funcionarios en mención. Por último, de mantenerse incólume la orden de tratamiento integral, se debe autorizar a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional el recobro al FOSYGA sobre los servicios solicitados por fuera del plan de beneficios de las fuerzas Militares y de Policía.
El Director de Sanidad Policía Nacional impugnó la decisión y presentó iguales argumentos a los planteados por el Jefe Seccional Sanidad Risaralda.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparó los derechos fundamentales de la señora ADIELA GARCÍA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente asunto, se aprecia que la accionante -por intermedio de agente oficiosa- acudió ante el juez constitucional para buscar la protección los derechos fundamentales que estima vulnerados por la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía, lo que conllevó a que luego de adelantado el trámite pertinente, el a quo considerara que se quebrantaron sus derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas, por lo cual ordenó a la entidad accionada autorizar y realizar el procedimiento “ENDOSONOGRAFIA BILIOPANCREATICA CON TOMA DE BIOPSIA”, e igualmente dispuso a favor de la misma que se le brindara el tratamiento integral para la patología que padece y que generó la presente acción de tutela.
Sea lo primero señalar que la salud es un derecho fundamental, como así lo ha sostenido desde tiempo atrás la Corte Constitucional, lo cual fue debidamente reconocido con la expedición de la Ley Estatutaria 1751 de 2015
. Al respecto, la jurisprudencia ha indicado:

“[…] el artículo 49 de la Carta, […] consagró que toda persona tiene el derecho de acceso a la protección y recuperación de su salud, el cual se encuentra a cargo del Estado y que debe ser prestado conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.

Así, en desarrollo de las normas constitucionales citadas, el Congreso expidió la Ley 100 de 1993 “por medio de la cual se crea el Sistema General de Seguridad Social”, con el objetivo de otorgar el amparo frente a aquellas contingencias a las que puedan verse expuestas las personas con la posibilidad de afectar su salud y su situación económica. En ese orden, el sistema fue estructurado con los siguientes componentes: (i) el Sistema General en Pensiones, (ii) el Sistema General en Salud, (iii) el Sistema General de Riesgos Profesionales y (iv) Servicios Sociales Complementarios.

De igual forma, y por interesar a esta causa, la mencionada ley dispone como uno de los objetivos del Sistema General en Salud, crear condiciones de acceso a todos los niveles de atención para toda la población, orientado por los principios de universalidad, calidad y eficiencia, entre otros.

Asimismo, la Ley 1751 de 2015 reconoció el carácter fundamental que comporta este derecho, tal como lo venía señalando la jurisprudencia constitucional. Dicha garantía, consiste en una serie de medidas y prestación de servicios, en procura de su materialización, en el más alto nivel de calidad e integralidad posible.
 
En ese orden, esta Corte ha sostenido que, en virtud del derecho fundamental a la salud, el Estado está en la obligación de adoptar aquellas medidas necesarias para brindar a las personas este servicio de manera efectiva e integral, derecho que, de encontrarse de alguna manera amenazado, puede ser protegido por vía de acción de tutela” 

Igualmente, debe tenerse en cuenta que la paciente es una persona de especial protección por tratarse de un adulto mayor de 77 años de edad
 que se halla en circunstancias de debilidad manifiesta no solo por su avanzada edad, sino por la enfermedad que presenta -TUMOR MALIGNO DE LA AMPOLLA DE VATER- y que le impiden tener una calidad de vida digna, por lo cual se hacía necesario salvaguardar su derecho a la salud como así lo tiene decantado la Corte Constitucional
:

“[…] esta Corte ha consolidado que la acción de tutela es un medio judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto a los derechos a la seguridad social y a la salud, con mayor razón frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de debilidad manifiesta (inciso final art. 13 Const.), entre los que están los niños, niñas y adolescentes, las personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De tal manera ha expresado
:

“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P. arts. 13, 46 y 47), la salud tiene el alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección constitucional a través de la acción de tutela.” -negrillas de la Sala-

Ahora bien, de la documentación arrimada al dossier, se aprecia con claridad que por parte de su médico tratante se ordenó el procedimiento “ENDOSONOGRAFIA BILIOPANCREATICA CON TOMA DE BIOPSIA”, y ante la negativa de la entidad de disponer su práctica se interpuso la presente acción constitucional. Así mismo, se observa según constancia rendida por el Auxiliar Judicial Grado I, que el procedimiento fue realizado el 3 de agosto de 2018 en el Hospital de Caldas
, es decir, varios días después de presentada la acción de tutela y con ocasión a la orden de medida provisional decretada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas en el auto admisorio.
Por lo anterior y como quiera que por parte de la Jefatura Seccional de Sanidad Risaralda se cumplió lo atinente al atender el requerimiento médico de la señora ADIELA GARCÍA, considera la Sala que en dicho aspecto debe revocarse la providencia adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, y en su lugar se dispondrá negar el amparo elevado, al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado
.

De otro lado y en lo atinente a la orden emitida por el juez de primer nivel para que a la demandante se le brinde un tratamiento integral a su enfermedad –TUMOR MALIGNO DE LA AMPOLLA DE VATER-, las Direcciones Nacional y Seccional de Sanidad de la Policía Nacional muestran su inconformidad al respecto por cuanto: (i) no es la Seccional Sanidad Risaralda quien debe asumir la atención integral de una paciente que no está domiciliada en esta área del país; (ii) no se demostró que existan más servicios de salud pendientes; y (iii) la acción de tutela no está instituida para situaciones inciertas y futuras.

En cuanto a la entidad llamada a brindar el tratamiento integral, tenemos que si bien la paciente reside en el municipio de Manizales, corresponde a la Seccional de Sanidad de Risaralda garantizar todos los servicios de salud que requiere la paciente, y no al área de Sanidad de Caldas, toda vez que el artículo 1° de la Resolución No 229 de junio 06 de 2017 del Ministerio de Defensa Nacional, actualizó la regionalización operativa y funcional de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y dispuso que las Seccionales de Sanidad designadas como cabeceras de región, administran, acompañan, movilizan recursos específicos y garantizan la prestación coordinada de los servicios de salud con las demás Unidades de Sanidad Policial de su Región, por tanto, organizó la Región de Sanidad No 3, así: la Seccional de Sanidad de Risaralda como cabecera de las áreas de Sanidad de los departamentos de Caldas y Quindío, y en ese orden corresponde a la primera de ellas garantizar los servicios médicos que con ocasión a la orden del tratamiento integral se susciten.

En relación con el segundo y tercer tópico planteado, debe decirse que la cobertura integral de aquellos pacientes que recurren a la tutela como mecanismo para lograr el amparo de sus derechos y la necesaria continuación de un tratamiento médico, es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario; y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas del Estado Social de Derecho como garante del goce de las prerrogativas que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados.

Mírese lo que respecto a ese tópico ha sostenido la jurisprudencia: 

“[…] Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

 

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante […]”. 

Véase que la Corte Constitucional desde la sentencia T-760/08 dejó en claro que son las EPS las comprometidas a garantizar a sus afiliados los servicios estén o no dentro del POS, y no deben esperar que éstos acudan a la tutela para autorizar las atenciones médicas que requieren, puesto que para ello tienen a salvo los mecanismos legales para realizar el recobro pertinente, en este caso ante la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES-.
Y en este caso se aprecia que a la señora GARCÍA DE CÁRDENAS se vio compelida a acudir a este mecanismo constitucional ante la omisión de la entidad para realizar el procedimiento que necesitaba, luego de lo cual muy seguramente requerirá alguna clase de tratamientos o terapias adicionales, por lo cual Dirección Seccional de Sanidad tiene la obligación de atender las prescripciones médicas que puedan llegar a derivarse exclusivamente de la patología que originó este trámite.
Ahora bien, en punto de  la facultad de ejercer acción de recobro ante el FOSYGA -hoy Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES) 
- como lo pide la Dirección de Sanidad accionada, debe decirse que desde la sentencia T-760/08, la Corte Constitucional impuso una serie de órdenes al Ministerio de la Protección Social y al entonces administrador fiduciario FOSYGA, para que adoptaran medidas que garanticen que el procedimiento de recobro por parte de las EPS sea ágil con miras a asegurar el flujo de recursos necesario para proteger efectivamente el derecho en el sistema, y dentro de ellas señaló que el hecho de no establecerse de forma expresa en la parte resolutiva del fallo de tutela la autorización para el recobro, no puede ser óbice para prestar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos en que incurra, pues bastará con que la ADRES constate que la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo.

En la sentencia T-727/11, la Alta Corporación Constitucional plasmó lo siguiente:

“Por último, en relación con la orden de recobro al Fosyga sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto.

Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre ante el Fosyga el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos […]”.
De lo anterior se advierte que no es necesario que el juez constitucional emita un pronunciamiento en relación con la facultad que tienen las entidades promotoras de salud, o en este caso la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional, para ejercer la acción de recobro frente a la autoridad legalmente comprometida a suministrar aquellos excluidos del plan de beneficios, toda vez que este no es un requisito que se les pueda exigir para obtener su reconocimiento. 
Por último, se revocará la orden de compulsar copias para que se investigue penal y disciplinariamente al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional y al Director de Sanidad Seccional, porque si bien esta medida se dispuso por parte del Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira ante el aparente incumplimiento de la medida provisional dispuesta en el auto de admisión de la acción de tutela, quedó demostrado que al momento de proferirse la sentencia –agosto 9 de 2018- la entidad accionada ya había dado cumplimiento a la orden impuesta en auto de julio 25 de 2018. Aunque hay lugar a aclarar, que el a quo desconocía la información como quiera que por un error judicial del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la ciudad -según información de la secretaria de dicho despacho
- las notificaciones del auto admisorio y sus anexos no se enviaron desde el correo del referido Juzgado Segundo de Ejecución de Penas sino desde el correo que utiliza el Juzgado Cuarto de igual categoría; en consecuencia, la entidad accionada ofreció la respuesta a este último y no a aquel. Se concluye por tanto que en realidad la Dirección Seccional de Sanidad Risaralda sí acató la orden de la medida provisional, la que se materializó en agosto 03 de 2018, fecha en que se realizó a la paciente el procedimiento “ENDOSONOGRAFIA BILIOPANCREATICA CON TOMA DE BIOPSIA”. 
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela en cuanto protegió los derechos fundamentales a la salud, a la dignidad humana y la seguridad social de la señora ADIELA GARCÍA DE CÁRDENAS, y dispuso que la Dirección de Sanidad de la Policía Seccional Risaralda le preste el tratamiento integral para la patología –TUMOR MALIGNO DE LA AMPOLLA DE VATER-.

SEGUNDO: SE REVOCA el fallo en relación con la orden para la realización del procedimiento “ENDOSONOGRAFIA BILIOPANCREATICA CON TOMA DE BIOPSIA”, y en consecuencia SE NIEGA el amparo reclamado al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado. 

TERCERO: SE REVOCA la orden de compulsar copias para que se investigue penal y disciplinariamente al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional y al Director de Sanidad Seccional.
CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver, entre otras, sentencia T-330/17. 


� Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones. 


� Ver sentencias T-499 de 2009 y T-152 de 2010 entre otras.


� Sentencia T-062 de 2017. 


� Nació en noviembre 26 de 1940, ver copia de cédula, visible a folio 10.


� Sentencia T-160 de 2014.


� T-420 de mayo 24 de 2007, M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� Constancia visible a folio 104


� Ver, entre otras, sentencia T-330/17. 


� Corte Constitucional, sentencia T-408 de 2011.


� El artículo 66 de la Ley 1753 de 2015 creó la Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) – ADRES o Banco de la Salud, entidad esta que reemplazó al Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga), cuya estructura fue reglamentada mediante Decreto 1429 de 2016, la cual tiene dentro de sus funciones, entre otras, la de administrar los recursos tanto del Fosyga como del Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector Salud (Fonsaet).





� Constancia visible a folio 106.
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